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Abogado y miembro fundador de Juristas contra el Ruido

El autor pasa revista a algunas de las más 
destacadas sentencias de la jurisdicción 
penal, varias de ellas del Tribunal Supremo, 
que han dictado condenas por diversos 
delitos, tanto contra el medio ambiente, 
como de lesiones, daños o desobediencia 
a la autoridad, cuya causa es el ruido. 
Se va abriendo paso así la sensibilidad 
de los Tribunales a este tipo de denuncias, 
gracias en buena medida a la actividad 
de asociación como la de Juristas 
contra el Ruido.
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La relevancia del caso (que 
ha trascendido a nivel 
internacional) no pasa tanto 
por estos aspectos técnicos y 
médicos, como por haber hecho 
comprensible que la exposición 
a altos niveles de ruido puede 
causar ciertas lesiones 
en nuestro sistema nervioso
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RESUMEN DEL FALLO:
El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación y confirma la sentencia de la 
Audiencia Provincial de Barcelona que condena por un delito contra el medio am-
biente y tres delitos de lesiones.

DISPOSICIONES APLICADAS:
L 16/2002 de 28 Jun. CA Cataluña (protección contra la contaminación acústica); 
arts. 15, 43 y 45 CE (LA LEY 2500/1978); art. 325 CP 1995 (LA LEY 3996/1995).

JURISPRUDENCIA RELACIONADA:
Sentencia del TS, Sala Segunda, de lo Penal, 24 Feb. 2003 (Rec. 312/2001)

DELITOS CONTRA EL MEDIO AMBIENTE.—Contaminación acústica.—
Emisión de ruidos procedentes de bar musical que superan el nivel 
máximo de inmisión de decibelios permitido por la normativa admi-
nistrativa.—Norma penal en blanco que se completa adecuadamente 
con la Ley autonómica y la Ordenanza municipal.

La defensa de la recurrente —condenada por delito contra el medio ambiente 
y tres delitos de lesiones— alega en casación que el art. 325 CP 1995 contiene 
una norma penal en blanco que ha de completarse con otra de carácter general, 
y ello no ocurre con las ordenanzas municipales puesto que no son leyes y ni si-
quiera tienen carácter reglamentario. Sin embargo, el citado precepto no puede 
desconectarse de los arts. 43 y 45 CE que al proteger la salud y el medio ambiente 
incluyen en su ámbito de control a la contaminación acústica, e incluso del art. 
15 del mismo Texto Legal, que reconoce el derecho a la integridad física y moral 
y puede quedar vulnerado cuando la contaminación acústica encierre un grave 
riesgo para la salud de las personas. No cabe ninguna duda de que el elemento 
normativo del tipo queda integrado con normas de carácter general, pues tal 
condición merecen tanto la L 16/2002 de 28 Jun. CA Cataluña (protección contra 
la contaminación acústica), como la Ordenanza General del Medio Ambien-
te Urbano del Ayuntamiento de Barcelona. Cualesquiera que sean las diversas 
acepciones atribuidas doctrinalmente a la denominación «norma general», lo 
que interesa respecto a la seguridad y a la igualdad jurídicas es que la Ley de la 
Generalitat y la Ordenanza Municipal, aunque de vigencia territorial, contienen 
mandatos o prohibiciones sin discriminación alguna por razón de las personas, y, 
en ese sentido, deben reputarse como normas generales, no particulares.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
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onsulte los textos íntegros en

sentenciadeldía

Tribunal Supremo

TS Sala Segunda, de lo Penal, S 5 Nov. 2009 

Ponente: García Pérez, Siro Francisco.

LA LEY 273446/2009
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SERVICIO DE ATENCIÓN AL CLIENTE: 
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 intervención de las comunicaciones 

orales de los reclusos 

las conversaciones que éstos mantienen 

con sus Abogados. -

-

-

-

-

-

-

-

-

la verdad no puede lograrse a cualquier 

precio

-

-

-

 a quo,

-

-

-

-

-

-

régimen jurídico de las 

captaciones audiovisuales que pueden 

tener lugar en los Establecimientos peni-

tenciarios, por parte de los Funcionarios 

públicos. -

-

-

-

-

Doctrina
La intervención de las 
comunicaciones orales 
directas en el ámbito 
penitenciario

LA LEY 831/2010

Doctor en Derecho
Profesor de Derecho penal de la Universidad de Granada

El objeto del trabajo intenta demostrar que sobre 
un mismo soporte material, cual es la intervención 
de las comunicaciones orales de los reclusos y, en particular, 
de las conversaciones que éstos mantienen con sus Abogados, 
en realidad, nos encontramos con dos realidades jurídicas 
diametralmente diversas: de una parte, las «captaciones 
audiovisuales de prevención o mantenimiento 
de la seguridad penitenciaria» disciplinadas en el art. 51 LOGP 
y concordantes y, en otro universo jurídico, las «captaciones 
audiovisuales de represión del delito», las cuales sólo podrán 
afectar al letrado del recluso en la hipótesis extrema 
en la que éste pase a ostentar la condición de imputado.
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Derecho penal sustantivo y el proceso 

penal

-

-

-

-

-

ius puniendi -

-

-

-
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«No existe obstáculo legal para que las 

labores de investigación se extiendan 

también a la captación de imágenes 

de personas sospechosas, de manera 

velada o subrepticia, en los momentos 

en que se supone fundadamente que se 

está cometiendo un hecho delictivo. Es 

evidente que todo ello ha de realizarse 

con evidente respeto a los valores que 

la propia persona incorpora por el hecho 

de serlo, de tal manera que, tanto el se-

guimiento como la filmación, se habrán 

de limitar a llevarse a cabo en espacios 

libres y públicos, sin introducirse jamás, 

salvo la correspondiente autorización ju-

dicial motivada y proporcional al hecho 

que se trata de investigar, en los domici-

lios o lugares considerados como tales, 

pues a ellos no puede ni debe llegar la 

investigación, debiéndose limitar, como 

queda dicho, a los exteriores.»

-

-

-

-

es-

pacio o edificio público,

no debería 

existir obstáculo constitucional alguno 

que impidiera la adopción por parte de 

las autoridades del Centro penitencia-

rio de diligencias de investigación que se 

tradujesen en captaciones audiovisua-

les subterfugias de lo que aconteciese 

dentro de una celda o en los locutorios,

-

-

-

-

-

-

-

»; 

-

-

-

-

-

-

-

régimen general de 

las comunicaciones orales y escritas del 

recluso,

-

-

-

suspendidas intervenidas a ins-

tancia del Director del establecimiento, 

-

a posteriori

-

medio de comunicación,

comu-

nicaciones telefónicas, sujetos 

con los que el recluso mantiene la co-

municación,

comunicaciones del interno con su Abo-

gado defensor, con el Abogado expresa-

mente llamado en relación con asuntos 

penales y con el Procurador

profesionales acredi-

tados en lo relacionado con su actividad, 

los asistentes sociales y con sacerdotes o 

ministros de su religión 

familiares y 

amigos, -

-

cuáles son las concretas 

finalidades que persigue la legislación 

penitenciaria al regular esta facultad, 

el procedimiento al 

que queda sometida,

-

partiendo de una serie de indicios pre-

vios de la comisión o participación en 

un previo hecho delictivo por parte de 

un recluso, 

obtener pruebas o fuentes de 

prueba para su utilización en 

un futuro proceso penal.

-

-

-

-

la autoridad judicial la 

que autorice y acuerde la instalación de 

los artificios técnicos de escucha, trans-

misión y grabación de las conversaciones 

mantenidas en la celda por dos reclusos

por iniciativa propia del Direc-

tor del Centro penitenciario.

-

«Como consecuencia del asesinato de 

una pareja de novios en un descampa-

do, se encuentran en prisión preventi-

va Pedro y Carlos. En los cadáveres de 

las víctimas se encontraron vestigios 

que clínicamente comprobados por las 

técnicas de ADN arrojaron huellas ge-

néricas que correspondían al menos a 

tres personas distintas de los fallecidos. 

Se ordena la instalación de artificios de 

escucha, transmisión, grabación y repro-

ducción del sonido en la celda del Centro 

penitenciario Jaén II, a fin de escuchar las 

conversaciones que tuvieran entre sí los 

citados internos para el descubrimiento 

e identificación de la tercera persona que 

intervino en los hechos.»

-

-

Del contenido del apartado 
1 del art. 51 LOGP puede 
constatarse que el Director del 
Centro penitenciario tan sólo 
queda facultado para adoptar 
este tipo de restricciones para la 
consecución de tres finalidades 
diversas concretadas en razones 
de seguridad, razones de interés 
del tratamiento y del buen 
orden del establecimiento



cuáles son 

los presupuestos materiales que habi-

litan al Director de un Establecimiento 

penitenciario para acordar la suspensión 

o intervención de las comunicaciones 

orales del recluso.

-

razones de seguridad, razones de interés 

del tratamiento y del buen orden del es-

tablecimiento.

-

seguridad y buen orden del es-

tablecimiento penitenciario 

-

interés del tratamiento -

-

buen orden del Establecimien-

to penitenciario, seguridad del mismo y 

razones de tratamiento del interno

-

-

captaciones audiovisuales 

directas con base indiciaria encaminadas 

a la obtención de fuentes de prueba de 

la previa comisión de un hecho punible 

respecto de los reclusos, 

-

directamente -

-

-

-

subrepticio

captaciones audiovi-

suales con base indiciaria.

-

motiva-

do. -

-

-

-

motivación del Acuerdo 

-

-

-

-

doble

notificación o comunicación del Acuerdo 

de intervención de comunicaciones ora-

les o escritas

-

-

-

-

-

a posteriori 

,

-

-

,

-

-

motivación del 

acuerdo de suspensión o intervención de 

las comunicaciones del recluso la doble 

notificación del mismo al afectado y al 

Juez de Vigilancia Penitenciaria -

-

determinación de un 

límite temporal de la medida restrictiva, 

-

-

-

-

-

-

-

-

-

finalidad preventiva.

-

razones de seguri-

dad, razones de interés del tratamiento 

y del buen orden del establecimiento.

-

-

-

-

1
.ª Que sobre un mismo 
soporte material, cual 
es la intervención de 

las comunicaciones orales de 
los reclusos, nos encontramos 
con dos realidades jurídicas 
diametralmente diversas: las 
«captaciones audiovisuales de 
prevención o mantenimiento de 
la seguridad penitenciaria» y las 
«captaciones audiovisuales de 
represión del delito».

2.ª Que en el ámbito propio de 
las «captaciones audiovisuales 
de prevención o mantenimiento 
de la seguridad penitenciaria», 
el Director podrá acordar,

, la suspensión y/o inter-
vención de las mismas, siempre 
y cuando se fundamente en los 
presupuestos desencadenantes 
previstos en la Ley.

3.ª Que como contrapartida 
a la ausencia de la garantía de 
la intervención judicial en este 
ámbito, se exige que tal medida 
no sea de carácter subrepticio, 
cumplimentándose conse-
cuentemente con tres grandes 
presupuestos procedimenta-
les: la motivación del acuerdo; 
la doble notificación al recluso 
interesado al Juez de Vigilancia 
Penitenciario, o a la autoridad 
judicial de la que dependa el 
interno y, finalmente, la deter-
minación de un límite temporal.

4.ª Que, en la actualidad, no exis-
te en nuestro Ordenamiento pro-
cesal norma alguna que regule el 
diverso género que constituyen 
las denominadas «captaciones 
audiovisuales de represión del 
delito».

5.ª Que, finalmente, en el caso 
particular de las comunicacio-
nes orales directas del recluso y 
su Defensor, han de distinguirse 
nuevamente los dos planos: el 
estrictamente penitenciario y el 
de la genuina medida de inves-
tigación sumarial. Respecto del 
primero, entendemos que tan 
sólo sería factible su adopción 
en casos de terrorismo y previa 
autorización judicial. Por el con-
trario, en el segundo, la Justicia 
demanda inexorablemente que 
tan sólo puedan acordarse en 
términos constitucionalmente 
asumibles, en la hipótesis extre-
ma en la que el recluso-cliente y 
su abogado ostenten ambos la 
condición procesal de imputado 
en el delito a investigar.
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-

 priva a es-

ta medida de cualquier posibilidad de 

desarrollar un papel en el ámbito de 

las grabaciones de conversaciones con 

base indiciaria, en cuanto medidas de 

investigación o de obtención de fuentes 

de prueba de un hecho punible

-

-

-

instalación subrep-

ticia de artificios técnicos de escucha, 

transmisión, grabación y reproducción 

del sonido en la celda de un Centro pe-

nitenciario o en cualquier otro espacio 

del Establecimiento penitenciario,

-

-

-

-

Allan contra el Reino Uni-

do),

-

-

-

-

-

-

-

-

de lege data 

-

-

-

interpositio 

legislatoris,

-

-

-

-

praxis

-

-

-

-

-

-

-

-

«Tal intromisión se produce en el ámbito 

penitenciario y la Ley Orgánica 1/1979, 

de 26 de septiembre, General Peniten-

ciaria, permite en las comunicaciones 

orales (y escritas) que sean intervenidas 

motivadamente por el Director del es-

tablecimiento, dando cuenta de la au-

toridad judicial competente (art. 51.5). 

Mucho más cuando sea el propio Juez 

Instructor de la causa el que lo acuerde 

y por razones tan ponderadas y justas, 

como en este caso, donde la propor-

cionalidad de la medida resulta patente 

(...). Pues bien, si se permite al Director 

en tal normativa mucho más al Juez de 

Instrucción cuando su finalidad es pre-

cisamente garantizar una pluralidad de 

valores en una sociedad democrática no 

pueden desconocerse.»

-

-

absolutorios

-

interpositio legislatoris,

ausencia de cobertura legal

-

«La cuestión nuclear radica en decidir si 

el medio de investigación impugnado, la 

autorización judicial para la instalación 

de aparatos de escucha, transmisiones 

y grabaciones mediante micrófonos u 

otros artificios ocultos en lugar cerrado, 

en concreto en una celda de la prisión 

en que están recluidos preventivamente 

por esta causa, cumple la exigencia de 

previsión o reserva legal que legitima 

la ingerencia en el ámbito del derecho 

fundamental a la intimidad personal y al 

secreto de las comunicaciones.

La respuesta al interrogante que quedó 

formulado, sin permitir una contestación 

sencilla ni contar con su respaldo con 

argumentos tan rotundos que deslegiti-

men opiniones contrarias debe 

ser, a juicio de esta Sala, nega-

tiva o, lo que es lo mismo, este 

Tribunal entiende que nuestro 

Ordenamiento jurídico, fue-

ra de la singularidad de la Ley 

penitenciaria a cuyo artículo 

51 luego se hará referencia, no 

autoriza más intervención de las 

comunicaciones orales —dis-

tintas de las postales y telegrá-

ficas— que las ordenadas por 

la autoridad judicial y no todas, 

sino exclusivamente las realiza-

das mediante sistemas y apara-

tos de telefonía, y no siendo de 

esta índole las escuchas impugnadas, 

debe prosperar el recurso y declararlas 

nulas según dispone el artículo 11.1 en 

relación con el artículo 7 de la LOPJ.

El auto recurrido, sin embargo, se limita a 

citar el art. 18.3 de nuestra Constitución 

como precepto en el que asentará la co-

bertura legal a las escuchas ordenadas 

(...). Este único precepto constitucional no 

puede interpretarse extensivamente has-

ta cobijar en su redacción la posibilidad de 

escuchas verbales distintas o similares a las 

que se acordaron en el curso del sumario. 

En esta prohibición tácita debe entenderse 

el freno que se ha venido adoptando tra-

dicionalmente para no hacer uso de este 

antiguo método de investigación, habi-

tualmente sancionado como conducta 

delictiva y como tal introducido en nues-

tro Código penal en la Ley Orgánica 15 de 

octubre de 1984, al dar nueva redacción a 

los artículos 192 bis y 497 bis (...).

En definitiva, ni la Ley de Enjuiciamien-

to Criminal ni la Ley 62/1978, de 26 de 

diciembre, de protección jurisdiccional 

de los derechos fundamentales de la 

persona, ni la Ley 1/1982, de 5 de mayo, 

de protección civil del derecho al honor 

y a la intimidad personal y familiar y a 

la propia imagen ni tampoco el Código 

Penal (arts. 197 y 198), contienen la ne-

cesaria previsión que legitime el medio 

probatorio por lo que su práctica, sin 

refrendo jurisprudencial alguno, debe 

entenderse prohibido.»

El Director de un 
Establecimiento Penitenciario, 
mediando una previa base 
indiciaria de la comisión 
o participación de un hecho 
delictivo por parte 
de un recluso, carece 
de facultades para intervenir 
las conversaciones orales 
del recluso



-

-

grabación de las conversaciones 

orales mantenidas por dos detenidos en 

unos calabozos municipales, -

-

-

-

requi-

sitos constitucionales 

-

legalidad 

ordinaria

-

-

-

-

-

requisitos o garantías de índole 

constitucional -

«1) La proporcionalidad de la medida 

en cuanto son los delitos graves los que 

pueden dar lugar a una intervención, y 

por supuesto únicamente durante el 

tiempo indispensable (...); 2) La mo-

tivación de la autorización porque, al 

margen del artículo 120.3 de la Cons-

titución, cuando se coarta el libre ejer-

cicio de los derechos fundamentales, es 

preciso encontrar una causa suficiente-

mente explicada que haga comprender 

al titular del derecho limitado las razo-

nes por la que ese sacrificio necesario se 

consuman; 3) Especialidad de la materia 

a investigar porque no cabe decretar la 

intervención para propiciar el descubri-

miento genérico de posibles infracciones 

penales, lo que supondría conceder au-

torizaciones en blanco (...); 4) La previa 

existencia de indicios delictivos no equi-

valentes a las meras sospechas o conje-

turas, en tanto que esa probabilidad de 

la presunta infracción la que marcara la 

pauta a seguir, que en eso precisamen-

te consiste la proporcionalidad, todo lo 

cual descarta desde luego las escuchas 

“predelictuales” o de “prospección” (...); 

5) La necesidad de una medida a la que 

sólo cabe acudir si es realmente impres-

cindible tanto desde la perspectiva de la 

probable utilidad como de la cualidad de 

insustituible, porque si no es probable 

que se obtengan datos esenciales, o si 

éstos se pueden lograr por otros medios 

menos gravosos, el principio de propor-

cionalidad vetaría la intervención.»

-

-

intervención de 

las comunicaciones orales -

grabación de las conversaciones orales 

mantenidas por los dos presos preventi-

vos en los depósitos municipales,

-

-

-

-

-

-

interposición de legislador,

-

-

comunicaciones del 

interno con su Abogado defensor, con 

el Abogado expresamente llamado en 

relación con asuntos penales y con el 

Procurador,

profesionales acreditados en lo 

relacionado con su actividad, los asisten-

tes sociales y con sacerdotes o ministros 

de su religión

-

-

-

-

-

-

-

-

«El art. 51 de la LOGP distingue entre las 

comunicaciones, que podemos denomi-

nar generales, entre el interno con deter-

minada clase de personas —art. 51.1— 

y las comunicaciones específicas, que 

aquél tenga con su Abogado defensor o 

con el Abogado expresamente llamado 

en relación con asuntos penales —art. 

51.2—; la primera clase de comunica-

ciones viene sometida al régimen gene-

ral del art. 51.5, que autoriza al Director 

del Centro a suspenderlas o intervenirlas 

“por razones de seguridad, de interés de 

tratamiento y del buen orden del esta-

blecimiento”, según precisa el art. 51.1, 

mientras que las segundas son sometidas 

al régimen especial del artículo 51. 2, 

cuya justificación es necesario encon-

trar en las exigencias y necesidades de la 

instrucción penal, a las cuales es total-

mente ajena la Administración peniten-

ciaria, que no tiene posibilidad alguna 

de ponderar circunstancias procesales 

que se producen al margen del ámbito 

penitenciario.

Esta diferencia esencial que existe entre 

el art. 51.1 y el art. 51.2, pone de ma-

nifiesto la imposibilidad constitucional 

de interpretar este último precepto en 

el sentido de considerar alternativas las 

dos condiciones de “orden de la autori-

dad” y “supuestos de terrorismo”, que 

en el mismo se contienen, así como 

derivar de ello la legitimidad 

constitucional de una inter-

vención administrativa que es 

totalmente incompatible con 

el más intenso grado de pro-

tección que la norma legal 

confiere al derecho de defensa 

en los procesos penales. Di-

chas condiciones habilitantes 

deben, por el contrario, con-

siderarse acumulativas y, en 

consecuencia, llegarse a la 

conclusión de que el art. 51. 

2 de la LOGP autoriza única-

mente a la autoridad judicial 

para suspender o intervenir, 

de manera motivada y proporcionada, 

las comunicaciones del interno con su 

Abogado, sin que se autorice en ningún 

caso a la Administración penitenciaria 

para interferir esas comunicaciones.»

suspensión e intervención de las comu-

nicaciones del recluso con su Abogado 

defensor o su Procurador,

-

-

-

-

-

presupuestos ma-

teriales

El Juez de Instrucción 
sí puede, en principio, 
adoptar la decisión de limitar 
de modo constitucionalmente 
legítimo el derecho 
a la intimidad en sentido 
amplio de los reclusos, 
ordenando la captación 
y grabación de sus conversaciones 
orales directas o ambientales



comu-

nicaciones escritas,

-

-

no podrán ser sus-

pendidas o intervenidas, en ningún caso, 

por decisión administrativa», 

-

-

-

-

penitenciaria de carácter preventivo,

penados -

detenidos o presos preventivos,

-

-

terrorista

-

razones de 

seguridad o de buen orden del estableci-

miento penitenciario, -

.

-

-

-

-

-

Cambell c/ Reino Unido—

-

-

principio de confidencia-

lidad

-

-

-

-

seguridad, el buen orden del estable-

cimiento penitenciario o el tratamiento 

del interno, -

de manera oculta o 

subrepticia.

-

abogado-preso,

-

subjetivo, -

terrorista; 

-

razones 

de seguridad o de buen orden del esta-

blecimiento penitenciario, 

-

-

-

penados, -

dete-

nidos o presos preventivos,

-

-

-

investigación y obtención de pruebas 

de un hecho delictivo, 

-

-

-

-

-

lege ferenda 

-

-

Erdem c/ Alemania—. 

-

-

-

-

-

-

-

de-

recho al secreto de las comunicaciones

derecho a la intimidad 

del imputado pertenecien-

te a una organización terrorista

-

-

-

-

respecto de los hechos que 

éste le hubiese confiado en su calidad 

de Abogado defensor -

respecto de terceros,

El secreto profesional 
del Abogado no sólo constituye 
un deber sino, también, 
un derecho fundamental, 
cuyo reconocimiento tiende 
a preservar el principio
de confidencialidad absoluta
de las informaciones 
intercambiadas entre el Letrado 
y su cliente



imputado-terroris-

ta,

Letrado,

-

-

-

-

-

-

-

suspensión individual 

de determinados derechos fundamenta-

les 

-

de 

lege lata,

-

-

-

-

-

-

Ü

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

principio de intervención 

indiciaria, 

prius lógico -

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

interpositio legislatoris,

-

-

-

ilegíti-

ma,

-

-

-

-

interpositio legislatoris, -

-

praxis -

-

reserva de ley 

-

-

-

-

interpositio legislatoris 

-

interpositio legislatoris

-

-

-

interpositio legislatoris

-

-

La adopción por parte 
de la autoridad jurisdiccional 
en el curso de un proceso penal 
de medidas de investigación, 
consistentes en captaciones 
audiovisuales directas 
con base indiciaria, 
no puede reputarse 
inconstitucional



inter-

positio legislatoris

-

-

-

sonido o 

de la imagen de personas sospechosas 

de ser autores o partícipes en un hecho 

punible, se encuentre éste en fase de 

consumación, en fase de tentativa o, 

incluso, de actos -

intervención in-

diciaria, proporcionalidad, reserva ju-

risdiccional, etc., 

-

-

-

-

-

-

minimun

las categorías de 

personas susceptibles de ser sometidas 

a la medida restrictiva, los límites tem-

porales de la restricción, las condiciones 

procedimentales de su materialización, 

etc.

só-

lo opera en el plano normativo; 

de lege lata, -

-

-

-

-

-

-

ab 

initio 

-

-

-

cómo, 

el cuándo, el quién y el hasta cuándo 

-

de lege ferenda

-

-

interpositio legislatoris, -

-

-

-

-

-

de 

lege lata 

captacio-

nes audio-visuales. 

interpositio legislato-

ris

praxis 

-

delito de descubrimiento y revelación 

de secretos, 

-

-

de lege fe-

renda -

-

-

-

ad 

hoc -

-

—Übergangs-

zeit—

-

-

-

-

-

Diario LA LEY,

penal,

-

Reglamento penitenciario co-

mentado: análisis sistemático y recopi-

lación de legislación, 

Derecho 

penitenciario, -

Las garantías 

constitucionales del proceso penal,

-

, Estudios del Minis-

terio Fiscal, 

La única apoyatura segura 
a la hora de valorar 
la legitimidad constitucional 
de las captaciones 
audiovisuales, en cuanto 
medidas de investigación 
o de obtención de fuentes 
de prueba, descansa 
en la aplicación puntual 
de los diferentes cánones 
de constitucionalidad



(1) Nota del autor: En el presente trabajo, 
por motivos de espacio, nos hemos 
decantado finalmente por suprimir las 
notas a pie de página, sustituyéndolas por 
una relación de bibliografía a consultar 
para una mayor profundización en la 
materia.

(2) Vid. STS de 6 de abril de 1998 (LA 
LEY 5388/1998), en la que con ocasión 
de un registro indiciario en la celda de 
un recluso motivado por una denuncia 
anónima de que se dedicaba al tráfico 
de drogas, se alegó su ilegalidad por 
violación del derecho a la intimidad y a 
un proceso con todas las garantías, en 
el entendimiento de que tal diligencia 
debió contar con la autorización judicial 
y la presencia del Secretario judicial, 
motivo desestimado por el Alto Tribunal 
argumentando, en lo que ahora interesa, 
que «el respeto del domicilio es un 
complemento de la libertad de la persona 
lo que determina que la garantía de esta 
última ha de determinar la protección 
también del lugar donde se desarrolla 
la parte más íntima de la vida. Por ello, 
aunque el art. 25.2 de la CE establece 
que el condenado a la pena de prisión 
gozará de los derechos fundamentales 
que no se le hubieran expresamente 
limitado, como la protección a la 
inviolabilidad del domicilio es una 
ampliación del derecho a la libertad 
del individuo, que es precisamente 
del que se priva al condenado a penas 
privativas de libertad, es claro que 
también alcanza al correlativo de 
elegir un espacio de privacidad del 
que se pueda excluir a otras personas, 
imposible de ejercitar y mantener, en 
instituciones penitenciarias». Por tanto, 
«las celdas de los internos situadas 

en instituciones penitenciarias son de 
aquellos edificios o lugares cerrados que 
no constituyen domicilio y si edificios 
públicos, para entrar en los cuáles no es 
preciso resolución judicial mediante auto 
motivado».

(3) En la misma línea, vid.: SSTC 128/1997, 
de 14 de julio (LA LEY 9010/1997), 
200/1997, de 24 de noviembre (LA LEY 
149/1998), 141/1999, de 22 de julio (LA 
LEY 9592/1999), 2002/193, de 28 de 
octubre (LA LEY 10014/2003) y 2002/194, 
de 28 de octubre (LA LEY 10013/2003).

(4) Vid. SSTC 194/2002, de 28 de octubre 
(LA LEY 10013/2003), 193/2002, de 28 de 
octubre (LA LEY 10014/2003) y 200/1997, 
de 24 de noviembre (LA LEY 149/1998). 

(5) Vid. SSTC 194/2002, de 28 de octubre 
(LA LEY 10013/2003), 193/2002, de 28 de 
octubre (LA LEY 10014/2003) y 200/1997, 
de 24 de noviembre (LA LEY 149/1998). 

(6) Sobre este particular, vid. STEDH 
2002/64, de 5 de noviembre (Caso Allan 
contra el Reino Unido).

(7) Con todo, la AP concluyó finalmente 
declarando la nulidad probatoria de las 
grabaciones magnetofónicas obtenidas por 
la policía, por omisión de las «garantías 
de legalidad ordinaria», entre las que 
incardina la obligación del Juez de asegurar 
que el contenido de las conversaciones 
grabadas se corresponde fielmente a lo 
que consta en las cintas soportes de las 
conversaciones, encomendando esta 
misión al Secretario judicial, que es la 
única persona que puede autentificar la 
fidelidad de la transcripción.

(8) Vid. STC 73/1983, de 30 de julio (LA 
LEY 8075-JF/0000), resolución en la que 
se considera que la interpretación del art. 
51.2 LOGP ha de hacerse en conexión con 

el apartado 5 de dicho precepto, de modo 
que «las comunicaciones de los internos 
de que trata el número 2 sólo pueden ser 
suspendidas por orden de la autoridad 
judicial con carácter general, si bien en 
los supuestos de terrorismo, además 
podrá acordar la suspensión el Director 
del establecimiento, dando cuenta a la 
autoridad judicial competente».

(9) En el mismo sentido, vid.: SSTC 
200/1997, de 24 de noviembre (LA 
LEY 149/1998) y 58/1998, de 16 de 
marzo (LA LEY 4928/1998), en las que, 
nuevamente, declara el Alto Tribunal que 
«las comunicaciones específicas entre el 
interno y su Abogado o Procurador, no 
podrán ser suspendidas o intervenidas 
salvo por orden de la autoridad judicial y 
en los supuestos de terrorismo». También, 
STS de 23 de abril de 1997 (LA LEY 
5119/1997).

(10) Valorando y admitiendo la 
compatibilidad con el carácter secreto 
de las comunicaciones entre Abogado 
y cliente, en aquellos casos en los que 
el control de la correspondencia tiende 
a la lucha contra el terrorismo, vid. 
STEDH de 5 de julio de 2001 —Asunto 
Erdem c/ Alemania—, resolución en la 
que expresamente declara el Tribunal 
de Estrasburgo que «las sociedades 
democráticas se encuentran amenazadas 
en nuestros días por formas muy 
complejas de espionaje y terrorismo, 
de manera que el Estado debe ser 
capaz, para combatir eficazmente estas 
amenazas, de vigilar, secretamente, a 
los elementos subversivos que actúan 
en su territorio. El Tribunal debe pues 
admitir que la existencia de disposiciones 
legislativas que conceden poderes de 
vigilancia secreta de la correspondencia, 
de los envíos postales y de las 

telecomunicaciones es, en una situación 
excepcional, necesaria en una sociedad 
democrática para la seguridad nacional y 
la defensa del orden y la prevención de las 
infracciones penales».

(11) En este sentido, ha reconocido 
reiteradamente el TC que respecto de 
presos pertenecientes a la organización 
terrorista ETA, «el dato de la pertenencia a 
una concreta organización de la que consta 
que ha atentado reiteradamente contra la 
seguridad de las prisiones y contra la vida 
y libertad de sus funcionarios supone, en 
este caso, una individualización suficiente 
de las circunstancias que justifican la 
medida, ya que se conoce suficientemente 
el rasgo concreto de esta organización 
que en efecto puede poner en peligro la 
seguridad y el buen orden del Centro», 
SSTC 192/2002, de 28 de octubre (LA LEY 
10015/2003), 106/2001, de 23 de abril 
(LA LEY 4316/2001), 200/1997, de 24 de 
noviembre (LA LEY 149/1998), 141/1999, 
de 22 de julio (LA LEY 9592/1999).

(12) En este sentido, vid. STC 58/1998, de 
16 de marzo (LA LEY 4928/1998), FJ 6.º.

(13) En este sentido, vid. STC 58/1998, de 
16 de marzo (LA LEY 4928/1998), FJ 6.º.

(14) En esta línea, vid. STEDH, de 25 
de marzo de 1998 —Caso Kopp contra 
Suiza—, resolución del Tribunal de 
Estrasburgo en la que, si bien es cierto que 
la conclusión fue la estimación del recurso 
formulado por un abogado por violación 
nuevamente del art. 8 del Convenio, puede 
inferirse la distinción material entre la 
injerencia en el secreto profesional cuando 
el abogado resulta afectado por la medida 
sólo en su condición de «abogado» y 
la diversa situación en la que ostenta el 
status de «sospechoso» de la comisión de 
un hecho delictivo.
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«1. Los prestadores de un servicio de 

intermediación consistente en albergar 

datos proporcionados por el destinata-

rio de este servicio no serán responsables 

por la información almacenada a peti-

ción del destinatario, siempre que:

a) No tengan conocimiento efectivo de 

que la actividad o información alma-

cenada es ilícita o que lesiona bienes o 

derechos de un tercero susceptibles de 

indemnización, o

b) Si lo tienen, actúen con diligencia pa-

ra retirar los datos o hacer imposible el 

acceso a ello.

Se entenderá que el prestador de servi-

cios tiene el conocimiento efectivo a que 

se refiere el párrafo a) cuando un órgano 

competente haya declarado la ilicitud de 

los datos, ordenado su retirada o que se 

imposibilite el acceso a los mismos, o 

Columna
Los insultos 
cibernéticos

LA LEY 2202/2010

Magistrado del Tribunal Supremo
Catedrático de Derecho Procesal

Las expresiones injuriosas «colgadas» en las redes 
de Internet, al margen de la legítima crítica social, 
más o menos apasionada, que se susciten en torno a temas 
polémicos, no son tolerables y sus destinatarios no sólo 
no están obligados a soportarlas, sino que se hacen 
acreedores a las indemnizaciones correspondientes 
por los daños experimentados. El caso que examinamos 
tiene especial interés, pues la cuestión no radica 
en el incontestado carácter vejatorio de las expresiones, 
sino en la responsabilidad del prestador de servicios 
de intermediación, consistente en el «alojamiento» ( )
de contenidos en los que se manifiestan los insultos.
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se hubiera declarado la existencia de la 

lesión, y el prestador conociera la corres-

pondiente resolución, sin perjuicio de los 

procedimientos de detección y retirada 

de contenidos que los prestadores apli-

quen en virtud de acuerdos voluntarios y 

de otros medios de conocimientos efec-

tivos que pudieran establecerse.

2. La exención de responsabilidad esta-

blecida en el apartado 1 no operará en el 

supuesto de que el destinatario del servi-

cio actúe bajo la dirección, autoridad o 

control de su prestador.»
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RESUMEN DEL FALLO:
El Juzgado de Primera Instancia desestimó la demanda dirigida por el arrendador financiero 
contra el arrendatario y su fiador en reclamación de las rentas impagadas. La AP Barcelona 
revocó la sentencia anterior y estimó la demanda. El Tribunal Supremo desestima los recur-
sos extraordinario por infracción procesal y de casación interpuestos por los demandados.

DISPOSICIONES APLICADAS:
Arts. 11 y 12 LSP (LA LEY 1/1922); art. 1170.2 CC (LA LEY 1/1889); art. 63.a LCCh 
(LA LEY 1837/1985).

SUSPENSIÓN DE PAGOS.—Principio de universalidad.—Créditos con 
derecho de abstención.—No inclusión de una parte de los mismos en la 
lista definitiva de acreedores.—Quedan sometidos al convenio, como 
ordinarios y no reconocidos.

La formación de la masa pasiva, en el procedimiento de suspensión de pagos que 
regulaba la hoy derogada LSP, se regía por el principio de universalidad, conforme 
al cual en la lista de acreedores debían figurar todos los créditos contra el deudor 
suspenso, incluso los dotados de facultad de abstención. Para corregir los errores 
u omisiones que pudieran producirse en la formación de la lista, el art. 11 LSP 
permitía al acreedor omitido o que figurase con cantidad menor de la proceden-
te, incluso al que fuera titular del llamado derecho de abstención, formular la 
correspondiente reclamación, que debía resolver el Juez «sin ulterior recurso». 
La jurisprudencia ha declarado, con reiteración, que esa reclamación en el expe-
diente de suspensión de pagos, por parte del acreedor omitido en la lista o en el 
grupo de los titulares del derecho de abstención o incluido en aquélla o éste con 
una cantidad menor de la que estimare debida, era necesaria para poder deducir 
pretensión de satisfacción del crédito en el proceso declarativo al que se refiere 
el art. 12 LSP. Cuando sólo una parte de los derechos de crédito del acreedor son 
reconocidos e incluidos en el grupo de acreedores con derecho de abstención, no 
significa que los demás deban ser calificados como favorecidos también con la 
misma facultad de abstención, que no se les reconoció dónde y cómo procedía, 
ni tampoco que haya que considerarlos extinguidos a consecuencia de esa falta 
de inclusión y de reclamación oportuna. La consecuencia procedente es que 
quedarán sometidos al convenio, como ordinarios y no reconocidos, con lo que 
ello significa en el régimen de pagos.

Tribunal Supremo
TS Sala Primera, de lo Civil, S 4 Ene. 2010 
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